
reclamaciones o sugerencias contra esta aprobación
inicial, se elevará a definitiva sin necesidad de nuevo
acuerdo corporativo.

Lo que se hace público para general conocimiento.

EL PRESIDENTE, Pedro Manuel San Ginés
Gutiérrez.

73.326

RED TRIBUTARIA DE LANZAROTE

ANUNCIO

3.132

Don Andrés Martín Duque, Secretario Accidental
del Consejo Rector de la Red Tributaria de Lanzarote.

CERTIFICO: Que el Consejo Rector de la Red
Tributaria de Lanzarote, en sesión extraordinaria
celebrada el día 25 de abril de 2018, adoptó, entre otros,
el acuerdo que se transcribe a continuación:

12. APROBACIÓN, SI PROCEDE, DE LA
CORRECCIÓN DE ERRORES DE LA RPT Y LAS
TABLAS SALARIALES APLICADAS EN LA RED
TRIBUTARIA DE LANZAROTE. 

A su lectura y por unanimidad de los miembros presen
se acordó la propuesta del Presidente Delegado de la
Red Tributaria, en relación a la corrección de errores
en la RPT y de las Tablas Salariales aplicadas en la
Red Tributaria de Lanzarote, la cual se transcribe:

“Visto el Informe Jurídico, de fecha 22 de febrero
de 2018, firmado por el Técnico de Asesoría Jurídica
de la Red Tributaria de Lanzarote, el cual se transcribe:

Asunto: Modificación RPT

Normativa básica:

- Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril,
por el que se aprueba el Texto Refundido de las
disposiciones legales vigentes en materia de Régimen
Local (TRRL)

- Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP)

- Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases
del Régimen Local (LRBRL)

- Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas de
Reforma de la Función Pública

- Texto Refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, según Decreto Legislativo 2/2004,
de 5 de marzo (LRHL)

- Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones
Públicas (LPACAP)

- Decreto 8/2011, de 27 de enero, por el que se regula
el acceso de las personas con discapacidad al empleo
público, a la provisión de puestos de trabajo y a la
formación en la Administración pública de la Comunidad
Autónoma de Canarias (Decreto 8/2011)

COMPETENCIA

El artículo 133.2 de la Constitución Española
establece que las Comunidades Autónomas y las
Corporaciones Locales podrán establecer y exigir
tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes.
En el mismo sentido, el artículo 142 exige que las
Haciendas Locales dispongan de los medios suficientes
para el desempeño de las funciones que la ley atribuye
a las Corporaciones respectivas y se nutrirán
fundamentalmente de tributos propios y de participación
en los del Estado y de las Comunidades Autónomas. 

En desarrollo de estas potestades, el artículo 2.1.b)
del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, según Decreto Legislativo 2/2004,
de 5 de marzo, dispone que “la hacienda de las
Entidades locales estará constituida por los siguientes
recursos (…) Los tributos propios clasificados en
tasas, contribuciones especiales e impuestos y los
recargos exigibles sobre los impuestos de las comunidades
autónomas o de otras entidades locales”. Del mismo
modo, el artículo 15 de la misma ley específica que
las entidades locales deberán acordar la imposición
y supresión de sus tributos propios, y aprobar las
correspondientes ordenanzas fiscales reguladoras de
estos.

En cuanto a la gestión tributaria, la Ley 7/1985 de
Reguladora de las Bases del Régimen Local, de 2 de
abril, establece que es competencia de las Entidades
locales la gestión, recaudación e inspección de sus tributos
propios, como también expresa el artículo 5.3 de la
Ley General Tributaria, ley en la que se desarrollan
los procedimientos de gestión tributaria, entre los
que se encuentran las solicitudes realizadas por los
obligados tributarios. 
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A través de acuerdos plenarios los Ayuntamientos
de Arrecife (12/11/2016), Haría (12/11/2016), Teguise
(10/02/2017) y Tinajo (12/12/2016) aprobaron la
delegación en el Cabildo de Lanzarote de las facultades
de gestión de los tributos locales, de los precios
públicos y demás ingresos de derecho público en el
contenido, así como la suscripción del convenio que
le la ha de regir. 

El 30 de marzo de 2017, el Pleno del Pleno del Cabildo
de Lanzarote, adoptó los acuerdos sobre el contenido,
alcance, condiciones y régimen jurídico, avocación,
revocación, renuncia, extinción y vigencia al que se
sujetan las delegaciones de las facultades y actividades
administrativas correspondientes a la aplicación de
determinados tributos locales, así como de precios
públicos y demás ingresos de derecho público, para
cada uno de los Ayuntamientos.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El Consejo Rector del Organismo Autónomo
Insular de Gestión Tributaria (en adelante, OAIGT)
aprobó en sesión extraordinaria de 17/04/2017, la
RPT y las tablas salariales del organismo (publicado
en el BOP Las Palmas número 57, de 12/05/2017;
http://www.redtributarialanzarote.es/wp-
content/uploads/2017/04/PUBLICACION-RPT-1.pdf).

2. Los puestos de trabajo definidos son los siguientes:

Grupo A1

Administración General

1 Jefe/a Gestión e Inspección Tributaria

1 Jefe/a Recaudación, Instructor/a del procedimiento
sancionador de Tráfico

Administración Especial

1 Asesor/a Jurídico / Jefe/a RRHH

1 Técnico/a Gestión Financiera

1 Técnico/a Nuevas Tecnologías

1 Jefe/a Servicio Gestión Catastral

Grupo A2

Administración General

2 Técnico/a de Gestión

1 Responsable unidad IAE

3 Técnico/a de Recaudación

3 Técnico/a de procedimiento sancionador

5 Responsable de Oficina

Administración Especial

1 Técnico/a de Inspección Catastral

Grupo C1

Administración General

1 Administrativo de RRHH

10 Agente de Gestión

14 Agente de Recaudación Ejecutiva

Administración Especial

1 Agente de Gestión Catastral*

1 Supervisor/a atención telemática

Grupo C2

Administración General

1 Auxiliar administrativo/a

19 Auxiliar de atención al público

Administración Especial

4 Agente de atención telemática

72 TOTAL

3. El día 16/05/2017 se remitió por la Presidencia
del OAIGT borrador de las bases por las que se regirá
la convocatoria pública para la configuración de la
lista de reserva de Agentes, pertenecientes al grupo
C, grupo C1, Escala de Administración General,
Subescala Administrativa, por el sistema de concurso-
oposición (Anexo I).

4. El día 16/06/2017 se envió también a Función
Pública la misma petición de informe (Anexo II)
para el resto de plazas, sin que hasta el momento se
haya recibido respuesta al respecto.

5. En contestación a la primera solicitud, según
informe del Director General de la Función Pública,
de 23/06/2017 (Anexo III):

1ª. La convocatoria tiene por objeto configurar una
lista de reserva de Agente, perteneciente al grupo C,
Subgrupo C1, Escala de Administración General,
Subescala Administrativa, para el nombramiento
como funcionario/a de carácter interino/a, ante razones
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expresamente justificadas de necesidad y urgencia en ese Organismo Autónomo Insular de Gestión Tributaria,
según afirma la base primera. 

La Corporación encuadra las plazas de Agente objeto de la convocatoria, en el Grupo C, Subgrupo C1, de la
Escala de Administración General, de la Plantilla de Personal Funcionario, de acuerdo con la propia base primera.
Sin embargo, a pesar de que la Corporación encuadre las plazas en la Subescala Administrativa de Administración
General, dada la naturaleza de las plazas de Agentes, denominadas como Agentes de Gestión y Agentes de Recaudación
Ejecutiva en la Relación de Puestos de Trabajo aprobada por el Consejo Rector de la Red Tributaria de
Lanzarote, en sesión extraordinaria celebrada el día 17 de abril de 2017, así como la descripción de los puestos
de trabajo que en ella constan, parece que se deberían haberse encuadrado en la Escala de Administración Especial,
de acuerdo con el artículo 171 del TRRL. Únicamente, a través de esta clasificación, podrían hallar justificación
tanto la configuración de los ejercicios de la fase de oposición -que versan sobre un temario mayoritariamente
dedicado al Derecho Tributario-, como los méritos integrantes de la fase de concurso, particularmente, los cursos
de formación y la experiencia profesional, tanto en las Administraciones Públicas, como en empresas públicas
y privadas (base séptima). 

En realidad, las plazas de Administrativos de Administración General son plazas generalistas que habilitan
para el ejercicio de tareas administrativas, normalmente de trámite y colaboración, en las diversas áreas
materiales de la Corporación (artículo 169.1.c) del TRRL; artículo 59.1.c) de la Ley 7/2015, de 1 de abril, de
los municipios de Canarias). 

6. El Agente de Gestión Catastral, perteneciente al Grupo C1 está definido en la RPT del siguiente modo:

Técnico superior en
Agente de Administración Especial, edificación y obra civil 

1.4.2.01 Gestión Catastral 1 18 8.700,00 € NS CO C/C1 Servicios Especiales o equivalente

A estos hechos le son de aplicación los siguientes 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO. Efectivamente, según los arts. 169 y 171 TRRL, corresponde a los funcionarios de la Escala de
Administración General el desempeño de funciones comunes al ejercicio de la actividad administrativa. En consecuencia,
los puestos de trabajo predominantemente burocráticos habrán de ser desempeñados por funcionarios técnicos,
de gestión, administrativos o auxiliares de Administración General. Sin embargo, pertenecerán a la Subescala
Técnica de Administración Especial, los funcionarios que desarrollen tareas que son objeto de una carrera para
cuyo ejercicio exigen las leyes estar en posesión de determinados títulos académicos o profesionales.

El informe mencionado en el Antecedente de Hecho 5 expresamente menciona que la exigencia de determinada
titulación en un eventual proceso de selección mediante oposición, y la exigencia de méritos específicos en la
fase de concurso hacen, por sí mismos, que la subescala técnica sea obligatoriamente la especial.

Así pues, atendiendo a los criterios definidos por Función Pública, la tabla expuesta anteriormente quedaría
como sigue:

Grupo A1

Administración Especial

1 Jefe/a Gestión e Inspección Tributaria

1 Jefe/a Recaudación, Instructor/a del procedimiento sancionador de Tráfico

1 Asesor/a Jurídico / Jefe/a RRHH

1 Técnico/a Gestión Financiera
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1 Técnico/a Nuevas Tecnologías

1 Jefe/a Servicio Gestión Catastral

Grupo A2

Administración Especial

2 Técnico/a de Gestión

1 Responsable unidad IAE

3 Técnico/a de Recaudación

3 Técnico/a de procedimiento sancionador

5 Responsable de Oficina

1 Técnico/a de Inspección Catastral

Grupo C1

Administración Especial

1 Administrativo de RRHH

10 Agente de Gestión

14 Agente de Recaudación Ejecutiva

1 Agente de Gestión Catastral*

1 Supervisor/a atención telemática

Grupo C2

Administración General

1 Auxiliar administrativo/a

19 Auxiliar de atención al público

4 Agente de atención telemática

72 TOTAL

*El Agente de Gestión Catastral cambiará de grupo a continuación.

SEGUNDO. En cuanto a la descripción del puesto de trabajo Agente de Gestión Catastral, no es procedente
que para un Grupo C1 se exija ser «técnico superior en edificación y obra civil o equivalente». Según el artículo
76 EBEP, para el acceso a los cuerpos o escalas del Grupo B se exigirá estar en posesión del título de Técnico
Superior.

Atendiendo a las tareas que tiene encomendadas, la correcta clasificación del puesto de trabajo debería ser:

Técnico superior en
Agente de Administración Especial, edificación y obra civil 

1.4.2.01 Gestión Catastral 1 21 10.100,00 € NS CO B/B2 Servicios Especiales o equivalente
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TERCERO. La modificación de la RPT propuesta
se debe a errores en la calificación de los puestos, sin
que esto tenga efectos reales sobre la prestación de
los servicios o las tareas encomendadas, que siguen
siendo las mismas.

Según el artículo 109.2 LPACAP, las Administraciones
Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier
momento, de oficio o a instancia de los interesados,
los errores materiales, de hecho o aritméticos existentes
en sus actos.

Por todo lo anterior, se emite la siguiente

PROPUESTA

Corregir la RPT, según los antecedentes de hecho
y fundamentos jurídicos vistos anteriormente, según
el anexo IV a este informe/propuesta.

En Arrecife, a la fecha de la firma electrónica.”

Visto el informe de la Dirección General de la
Función Pública, de fecha 23 de junio de 2017,
referente al contenido de las bases por las que se
regirá la convocatoria pública para la configuración
de las listas de reserva del personal de la Red Tributaria
de Lanzarote, el cual se transcribe:

“Examinado el contenido de las bases por las que
se regirá la convocatoria pública para la configuración
de lista de reserva de Agentes, perteneciente al grupo
C, grupo C1, Escala de Administración General,
Subescala Administrativa, por el sistema de concurso-
oposición, remitidas por oficio del Presidente de ese
Organismo, de fecha 15 de mayo de 2017, esta
Dirección General, en el ejercicio de la competencia
que le atribuye el artículo 71.1.c) del Reglamento
Orgánico de la Consejería de Presidencia, Justicia e
Igualdad, aprobado por Decreto 382/2015, de 28 de
diciembre (B.O.C. número 252, del 30), formula las
observaciones siguientes:

1ª. La convocatoria tiene por objeto configurar una
lista de reserva de Agente, perteneciente al grupo C,
Subgrupo C1, Escala de Administración General,
Subescala Administrativa, para el nombramiento
como funcionario/a de carácter interino/a, ante razones
expresamente justificadas de necesidad y urgencia en
ese Organismo Autónomo Insular de Gestión Tributaria,
según afirma la base primera.

La Corporación encuadra las plazas de Agente
objeto de la convocatoria, en el Grupo C, Subgrupo

C1, de la Escala de Administración General, de la Plantilla
de Personal Funcionario, de acuerdo con la propia base
primera. Sin embargo, a pesar de que la Corporación
encuadre las plazas den la Subescala Administrativa
de Administración General, dada la naturaleza de las
plazas de Agentes, denominadas como Agentes de
Gestión y Agentes de Recaudación Ejecutiva en la
Relación de Puestos de Trabajo aprobada por el
Consejo Rector de la Red Tributaria de Lanzarote, en
sesión extraordinaria celebrada el día 17 de abril de
2017, así como la descripción de los puestos de
trabajo que en ella constan, parece que se deberían
haberse encuadrado en la Escala de Administración
Especial, de acuerdo con el artículo 171 del TRRL.
Únicamente, a través de esta clasificación, podrán hallar
justificación tanto la configuración de los ejercicios
de la fase de oposición –que versan sobre un temario
mayoritariamente dedicado al Derecho Tributario-,
como los méritos integrantes de la fase concurso,
particularmente, los cursos de formación y la experiencia
profesional, tanto en las Administraciones Públicas,
como en empresas públicas y privadas (base séptima).

En realidad, las plazas de Administrativos de
Administración General son plazas generalistas que
habilitan para el ejercicio de tareas administrativas,
normalmente de trámite y colaboración, en las diversas
áreas materiales de la Corporación (artículo 169.1.c)
del TRRL; artículo 59.1.c) de la Ley 7/2015, de 1 de
abril, de los municipios de canarias).

2ª. En la base séptima se regula el sistema selectivo,
que será el de concurso-oposición, el cual se compondrá
de dos fases: la de oposición, de carácter eliminatorio
y consistente en la celebración de dos ejercicios, uno
teórico y otro práctico, y la de concurso, consistente
en la valoración de los méritos profesionales y de la
formación del aspirante.

De acuerdo con el apartado 6 de la referida base,
la puntuación máxima alcanzable, sumada la fase de
oposición y la fase de concurso, será de 10 puntos.

La fase de oposición se valorará con un máximo de
4 puntos. La puntuación final vendrá determinada por
la siguiente fórmula: Puntuación del primer ejercicio
teórico (máximo 10 puntos) X 0.40 (peso de dicho
ejercicio) + Puntuación del segundo ejercicio práctico
(máximo 10 puntos) X 0,60 puntos (peso de dicho
ejercicio). Aplicando esta fórmula aritmética, la
puntuación máxima de la fase de oposición será de
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10 puntos, mientras en el enunciado del apartado A)
se habla de 4 puntos.

Igual sucede con la fase de concurso. En el enunciado
de la fase B), se habla de una puntuación máxima de
la fase de 6 puntos; pero la experiencia profesional
se valora con una puntuación máxima de 7 puntos,
mientras que la formación, con un máximo de 3
puntos. La puntuación final vendrá determinada por
la fórmula: Puntuación de la experiencia profesional
X 0,60 + puntuación de la formación profesional X
0,40 puntos. La puntuación máxima de la fase de
concurso será, así, de 5,4 puntos, mientras que en el
enunciado del apartado B) señala 6 puntos.

La puntuación final será el resultado de la siguiente
fórmula: puntuación de la fase de oposición X 0,40
+ puntuación de la fase de concurso X 0,60 puntos.
La puntuación máxima será de 4 puntos de la fase de
oposición, a los que hay que sumar 5,4 puntos máximos
por la fase de concurso.

En primer lugar, llama la atención las numerosas
operaciones matemáticas que son necesarias para la
obtención de la puntuación en cada una de las fases
del procedimiento selectivo, así como para obtener
la puntuación final. Se observan dicotomías o
contradicciones que conviene disipar, en aras a dar
mayor seguridad a los aspirantes.

Y en segundo lugar, no parece existir una puntuación
proporcionada de ambas fases del procedimiento,
conforme a la exigencia contenida en el artículo 61.3
del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del
Empleado Público aprobado por el Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (TRLEBEP), que
establece que los procesos selectivos que incluyan,
además de las preceptivas pruebas de capacidad, la
valoración de méritos de los aspirantes, solo podrán
otorgar a dicha valoración una puntuación proporcionada
que no determinará, en ningún caso, por si misma el
resultado del proceso selectivo.

La configuración de los méritos y su ponderación
en los procesos selectivos que se han ido fijando por
los tribunales, entendiéndose que se admitirán aquellos
que no determinen por si solos el resultado del
concurso y aquellos que tengan una relación directa
y justificable con las tareas que deban desarrollarse,
es decir, aquellos que estén justificados como una forma
de acreditar el conocimiento del trabajo que se deberá
desarrollar.

En cuanto a la admisión del mérito relativo a los
servicios prestados o a la experiencia profesional, el
Tribunal Constitucional, ya desde la Sentencia número
67/1989, de 18 de abril, ha señalado, como doctrina
consolidada, que la consideración de los servicios
prestados no es ajena al concepto de mérito y capacidad,
pues el tiempo efectivo de servicios puede reflejar la
aptitud o capacidad para desarrollar una función o empleo
público y suponer, además, en este desempeño, unos
méritos que pueden ser reconocidos y valorados. De
este modo no plantea problema de igualdad la
consideración como mérito de los servicios prestados,
sino la relevancia cuantitativa que las bases de la
convocatoria hayan dado a ese mérito concreto y, en
particular, el que sea el único tenido en cuenta en la
fase del concurso (aunque la valoración como mérito
únic9o el de los servicios prestados tampoco sería por
sí sola contraria al artículo 23.2 CE, pues lo determinante
es si la ponderación de los servicios previos ha sido
tan desproporcionada e irracional que ha desconocido
el derecho a la igualdad) o se hayan tenido en cuenta
otros méritos en dicha fase. Desde la perspectiva de
la igualdad, la valoración constitucional de esta regla
ha de ponerse en relación con la finalidad que persigue
la norma diferenciadora y la proporcionalidad entre
esa finalidad y el medio de diferenciación utilizado.
Conforme a dicha doctrina jurisprudencial, la finalidad
de consolidar el empleo público temporal no puede
considerarse a priori constitucionalmente ilegítima,
ya que pretende conseguir estabilidad en el empleo
para quienes llevan un período más o menos prolongado
de tiempo desempañando satisfactoriamente las tareas
encomendadas, ni por tanto lo será tampoco la previsión
de valorar en la fase de concurso los servicios prestados
como experiencia previa del personal afectado. La
valoración como mérito de la antigüedad o experiencia
previa no puede estimarse, pues, como una medida
desproporcionada, arbitraria o irrazonable con relación
a esa finalidad de consolidación del empleo temporal
y, aunque efectivamente establece una desigualdad,
ésta viene impuesta en atención a un interés público
legítimo y no responde al propósito de excluir a nadie
de la posibilidad efectiva de acceso a la función
pública (FJ 5 STC número 107/2003, de 2 de junio,
y Sentencia de la Audiencia Nacional de 17 de octubre
de 2006).

En definitiva, la valoración de los servicios previos
no puede ser tan desproporcionada e irracional que
excluya del proceso a los aspirantes que carezcan de
dicho mérito, pese a que se les imponga, respecto de
los opositores interinos, un nivel de conocimiento superior.
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En tal sentido, el artículo 61.3 del TRLEBEP, precepto
al que remite la disposición transitoria cuarta, número
3, dispone que los procesos selectivos que incluyan,
además de las preceptivas pruebas de capacidad, la
valoración de los méritos de los aspirantes, sólo
podrán otorgar a dicha valoración una puntuación
proporcionada que no determinará por sí mismo, en
ningún caso, su resultado.

En la indicada STC número 107/2003, de 2 de
junio, se enjuició la legalidad de un proceso de
consolidación de empleo temporal, convocado por Orden
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 10
de diciembre de 1997, para cubrir 1.077 plazas del
Cuerpo Auxiliar de la Administración de la Seguridad
Social, por sistema de concurso-oposición. En la fase
de concurso, se valoraron dos méritos: los servicios
prestados en el ámbito de la Administración de la
Seguridad Social como personal laboral temporal o
funcionario interino del Grupo D, en una escala
gradual que otorga 8 puntos por año de antigüedad
hasta un máximo de 40 puntos por cinco años o más,
y la posesión de una titulación académica superior a
la exigida para participar en la convocatoria, que se
valoró con 5 puntos.

Pues bien, respecto de la ponderación de los servicios
previos, el Tribunal Constitucional consideró que no
se vulneraba el artículo 23.2 CE. “En efecto, al margen
de que la antigüedad no era el único mérito valorable
en la fase de concurso (pues también se valoraba con
5 puntos el estar en posesión de una titulación
académica superior a la exigida para participar en la
convocatoria, como se vio), la puntuación otorgada
a quienes poseían servicios previos computables,
aunque es cierto que otorga una sustancial ventaja a
estos aspirantes (en mayor grado cuantos más años
de servicios prestados acreditasen, en el máximo
indicado, no excluye de la competición a quienes, como
la recurrente, carecen de dicho mérito, pese a que se
impugna a esos opositores “por libre”, para situarse
a igual nivel de puntuación que los opositores interinos,
un nivel de conocimientos superior, pero sin que ello
signifique el establecimiento de un obstáculo insalvable
que impide el acceso a la función pública de quienes
no han prestado servicios previamente en la
Administración de la Seguridad Social. La máxima
puntuación que puede obtenerse por servicios previos
(40 puntos con cada cinco o más años de servicios)
supone un 27.58 por 100 de la puntuación máxima

que podrán obtenerse en total en el proceso selectivo
(hasta 100 puntos en la fase de oposición, más 5
puntos por poseer un grado académico superior al exigido
en la convocatoria, más un máximo de 40 puntos por
servicios previos. De ahí que la relevancia cuantitativa
otorgada a dicho mérito no pueda considerarse
desproporcionada ni que traspase “el límite de lo
tolerable” (SSTC 67/1989, de 18 de abril, 185/1994,
de 20 de junio, 11/1996, de 29 de enero y 83/2000,
de 27 de marzo).”

En definitiva, los méritos son admisibles en los
procesos de selección siempre que los mismos no impidan
el derecho a acceder a la función pública de los demás
aspirante. Y, en todo caso, la jurisprudencia se inclina
por unas puntuaciones que no sobrepasan el 33% de
las puntuaciones, porcentaje que, en el caso de la
convocatoria examinada, se supera ampliamente, si
nos atenemos a las fórmulas aritméticas utilizadas.

3ª. Se recuerda que, en los expedientes que instruya
ese Organismo para formalizar los nombramientos
interinos, deberá quedar acreditado el cumplimiento
delos requisitos establecidos en el artículo 20.Dos de
la Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos
Generales del Estado para el año 2016 –de naturaleza
básica-, a saber: excepcionalidad de la contratación
o del nombramiento, concurrencia de necesidades
urgentes e inaplazables, vinculación de la contratación
o el nombramiento a los sectores, funciones y categorías
profesionales que se consideren prioritarios o que
afecten al funcionamiento de los servicios públicos
esenciales, previamente determinados por el órgano
competente de la Corporación.

Como se ha señalado, el presente informe se emite
en el ejercicio dela competencia de asesoramiento que
la normativa vigente atribuye a esta Dirección General.
Su emisión no obsta para que, cuando se reciba el acto
de aprobación de la convocatoria y bases, que habrá
de emanar del órgano competente de la Corporación,
enjuicio su adecuación al Ordenamiento jurídico.

Santa Cruz de Tenerife, EL DIRECTOR GENERAL
DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, Francisco Javier
Rodríguez del Castillo.”

Visto el anexo IV, al que hace referencia en su
informe jurídico el Técnico de Asesoría Jurídica de
la Red Tributaria, el cual se transcribe:
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ANEXO I

Claves y Abreviaturas

T.P.: Tipo de puesto

N: Normalizado

S: Singularizado

F.P.: Forma de provisión

LD: Libre Designación

C: Concurso

CO: Concurso Oposición
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Visto el informe de Intervención, de fecha 18 de abril
de 2018, el cual se transcribe:

“Asunto: Corrección de errores de la RPT y las tablas
salariales aplicadas en la Red Tributaria de Lanzarote

Destino: CONSEJO RECTOR DEL ORGANISMO
AUTÓNOMO INSULAR DE GESTIÓN TRIBU-
TARIA

INFORME DE INTERVENCIÓN

Al amparo de lo previsto en el artículo 213 del
TRLRHL 2/2004, se ejercerán en las Entidades
Locales las funciones de control interno respecto de
su gestión económica, de los organismos autónomos
y de las sociedades mercantiles de ellas dependientes,
en sus modalidades de función interventora, función
de control financiero, incluida la auditoría de cuentas
de las entidades que se determinen reglamentariamente,
y función de control de la eficacia.

Normativa de aplicación:

• Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril,
por el que se aprueba el Texto Refundido de las
disposiciones legales vigentes en materia de Régimen
Local (TRRL).

• Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP).

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases
del Régimen Local (LRBRL).

• Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas de
Reforma de la Función Pública.

• Texto Refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, según Decreto Legislativo 2/2004,
de 5 de marzo (LRHL).

• Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones
Públicas (LPACAP).

• Decreto 8/2011, de 27 de enero, por el que se regula
el acceso de las personas con discapacidad al empleo
público, a la provisión de puestos de trabajo y a la
formación en la Administración pública de la Comunidad
Autónoma de Canarias (Decreto 8/2011).

• Artículo 10.e) de los Estatutos del Organismo
Autónomo Insular de Gestión Tributaria del Excmo.
Cabildo Insular de Lanzarote (BOC número 22,
miércoles 1 de febrero de 2017) sobre “La aprobación
de plantillas, la relación de puestos de trabajo y las
bases de selección de personal, así como la aprobación
del sistema de incentivos de personal, respetando lo
dispuesto en el artículo 85 bis. 2.e) de la Ley 7/1985,
de 2 de abril.”

Informes del expediente:

• Informe de Función Pública de fecha 23 de junio
de 2017 de D. Francisco Javier Rodríguez Castillo,
Director General de la Función Pública.

• Informe Jurídico de fecha 22 de febrero del
corriente de D. Román León García, asesor jurídico
y responsable de Recursos Humanos.

Por ello y, a la vista del contenido del expediente
electrónico número 45/2018 relativo a la “Corrección
de errores de la RPT y las tablas salariales aplicadas
en la Red Tributaria de Lanzarote” se verifica que cumple
con la normativa vigente y se fiscaliza de
CONFORMIDAD.”

Y para que conste, a reserva de los términos
definitivos en que quede redacta el Acta en el momento
de su aprobación, se expide la presente certificación
de orden y con el visto bueno del Sr. Presidente
Delegado, don Luis Celestino Arráez Guadalupe.

Arrecife, a cuatro de mayo de dos mil dieciocho.

EL PRESIDENTE DELEGADO, Luis Celestino
Arráez Guadalupe.

72.355

ANUNCIO

3.133

ORGANISMO AUTÓNOMO INSULAR DE
GESTIÓN TRIBUTARIA DEL EXCMO. CABILDO
INSULAR DE LANZAROTE 

EXPOSICIÓN PÚBLICA DE LA MATRÍCULA
PROVISIONAL DEL CENSO DE EXENTOS Y
OBLIGADOS AL PAGO DEL IMPUESTO SOBRE
ACTIVIDADES ECONÓMICAS DEL 2018 DE
LOS AYUNTAMIENTOS DE ARRECIFE, HARÍA,
TEGUISE Y TINAJO. 
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